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Catorce años después 

U na e val u ación del 
Pacto Andino 1 ISIDRo PARRA-PEÑA* 

E 1 comercio internacional se desenvuelve en un medio de 
recesión, inflación, desajustes monetarios y demás problemas; 

por esa razón los países en desarrollo están abocados a progresar 
dentro de una estrategia integral que tienda a diversificar los mer­
cados, al tiempo que se reduce la concentración de sus ventas 
en algunos países desarrollados. No les queda otro camino que 
adoptar y seguir medidas de cooperación e integración en sus dis­
tintas variedades: uniones aduaneras, acuerdos de libre comer­
cio, sistemas de tratamientos preferenciales, etc. Dentro de tales 
marcos y necesidades, con el Acuerdo de Cartagena Bolivia, Co­
lombia, Ecuador, Perú y Venezuela pretenden cimentar, con in­
dependencia y autonomía relativas, un área de economías inte­
gradas por medio de una racional, dinámica y eficiente sustitu­
ción de importaciones, en coincidencia con el fomento y la pro­
moción de-las exportaciones no tradicionales intrasubregionales 
y a terceros países. 

La integración económica de mercados posee una racionali ­
dad justificadora que la convierte en ineludible. Al juzgar objeti­
vamente sus alcances y ·realizaciones se debe considerar qué es 
posible conseguir, en vez de guiarse con idealizaciones abstrac­
tas que expresan antes que nada qué se quiere y no cuánto se 
puede. 

LA INTEGRACIÓN ECONÓMICA REGIONAL 

E n los años sesenta, los países latinoamericanos emprendieron 
algunos esquemas de integración de sus economías (como la 

Asociación Latinoamericana de Libre Comercio y el Mercado Co­
mún Centroaméricano), con los que intentaron superar las limi­
taciones para profundizar en la sustitución de importaciones y la 

*Funcionario del Ministerio de Desarrollo de Colombia. Las opiniones 
expresadas en este trabajo son de la responsabilidad exclusiva del autor. 

industrialización, provenientes de la estrechez de sus mercados 
nacionales. Sin embargo, pronto se vio que los frutos rendidos 
se agotaban. Así, en 1966 Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Pe­
rú y Venezuela formaron un patrón de integración especial den­
tro de la ALALC. Como se partió de las ideas convencionales y 
predominantes sobre las ventajas del libre cambio, en términos 
ocupacionales, de precios, del ensachamiento tecnológico, etc., 
se trazó una estrategia de apertura de los mercados basada en 
el principio de la competencia sin interferencias, el respeto a la 
llamada soberanía del consumidor y permitiendo que los recur­
sos productivos se asignen según el mecanismo de los precios. 
En otras palabras, la sustancia ideológica del Acuerdo de Carta­
gena es el liberalismo económico: se postula una economía de 
mercados ampliados y se afirma que éstos son el instrumento esen­
cial para alcanzar el crecimiento económico, el máximo aprove­
chamiento de los recursos productivos y la mayor eficiencia po­
sible de la producción . De acuerdo con este trasfondo concep­
tual, se aceptó intentar una integración que combinara la protec­
ción externa -para alcanzar mayores grados de industrialización 
por medio de una sustitución de importaciones agrandada en sus 
posibilidades- y la liberación interna de una porción apreciable 
del universo arancelario y que al mismo tiempo respetara a la em­
presa privada, encargada de dar savia vital al funcionamiento del 
Pacto Andino. 

Para integrar sus mercados, los países participantes se com­
prometieron a realizar un programa de liberación del comercio 
intrarregional en forma gradual e irrevocable, de suerte que fue­
ran aproximándose a un arancel externo común de manera anual, 
lineal y automática, postulando en cada país desgravaciones con 
reciprocidad. 

En el Pacto Andino la integración no se apoyó solamente en 
la liberación del comercio, pues ésta se coordinó con el propósito 
de conseguir el desarrollo programado de algunas industrias. Con 
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tal objetivo se combinaron varios criterios, como la convenien­
cia de impul sa r nuevas sustituciones de importaciones -sin un 
excesivo protecc ionismo arancelario-, incrementar y diversifica r 
las exportaciones de manufactura's, rac ionali za r la industria ex is­
tente y mejorar sus condic iones competit ivas y de eficiencia, apro­
vec har las economías de esca la, generar un mayor número de 
empleos sin afectar la adecuada selección de las técnicas produc­
tivas, etc. Por ello los program as sectori ales de desarrollo indu s­
trial desempeñaron un papel fund amenta l en la estrategia de in­
dustrialización planteada, como dec isiones adm inist rativas que 
los agentes económ icos deben ejecutar libremente, si les convie­
nen y reditúan. 

Por la estrechez de recursos de inversión y la dependencia tec­
nológica, en el Acuerdo de Cartagena se reconoció el papel cru ­
cial que obligatoriamente tendría la inversión extranjera directa. 
Ante ell o, se definió una po lítica común para su tratamiento; se 
buscó que no monopolizara exclusiva y excluyentemente una par­
te significativa de los beneficios, para llevarlos al exterior. Se pro­
ced ió igua l con la tran sferencia de tecnología y se establecieron 
regulaciones conjuntas respecto a marcas, patentes, licencias, re­
ga lías, etcétera. 

Se cree y se afirma que la industrializac ión es el propósito fun ­
damental para integrar económicamente grupos de países en de­
sa rrollo, como los andinos. Este propósito es la causa de que, al 
ubicar las nuevas industrias, se generen pujas y confli ctos deriva­
dos de las heterogéneas condic iones de desarrollo industrial de 
los países miem bros y de la dist inta capacidad para aprovechar 
las oportunidades de dinamizac ión para avanzar a grados más ele­
vados de industrializac ión. Afloran, entonces, los rece los de los 
más débiles y de los descontentos con las distribuciones y parti ­
cipaciones de los costos y beneficios de la integración. Para aten­
der las asp irac iones de industri al iza rse se establec ió la programa­
ción en varios sectores " de punta" . Con esta iniciativa comuni­
taria se determinan las local izac iones que sirven de elemento real 
para promover las inversiones. La motivación y expectativa que 
cada país le concede a este instrumento es diversa, en virtud de 
los distintos grados de su desarrollo industri al. Por ello, cuanto 
más atrasado industria lmente sea un país y más débil su estado 
general de desa rroll o, mayor es su preferencia y an helo por el 
desarrollo indu strial. Ante la preca riedad de los logros que pue­
den fundam entarse en economías y mercados reducidos, se pa­
sa a esperar demasiado del mercado ampliado protegido, de la 
asignación programada y de los apoyos conjuntos, financieros y 
tecnológicos. Por otra parte, si ya se cuenta con un desarrollo in­
dustrial se está en mejor situación para sacar partido de la inte­
grac ión, dado el incremento del comercio y el estímu lo espec ial 
a la industri a. 

En todo caso se buscó rac ionali za r la industria ex istente mejo­
rando sus cond iciones de competencia y apoyando los esfuerzos 
de capitalización y se pretendió seleccionar cuidadosamente los 
niveles de eficienc ia que al mismo tiempo generan empleo pro­
ductivo y mejor remunerado; todo ello respetando la necesaria 
distribución eq uitativa de los beneficos de la integración, en tér­
minos del apogeo del intercambio y la industriali zac ión . 

Hasta hoy, los programas de desarrollo industrial no se han 
podido llevar a cabo. Independ ientemente de lo difícil y engo­
rroso que ha sido negociarlos y adoptarlos, sólo hay afirmacio­
nes formales y se han registrado pocos logros. Los gobiernos ela­
boran y sancionan los programas, pero la obligación de ejecutar-
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los no es suya. Son los agentes económicos privados quienes de­
ben concederl es vida concreta. Los intereses y apoyos comunita­
rios tienen menos im portancia que las consideraciones parti cula­
res de lucro, rentabilidad, relaciones y conveniencias de poder, 
repa rto de mercados, di stribución de inversiones, control tecno­
lógico, etc. Y es que en la economía de mercado capitalista no 
se puede obligar a las empresas a que declinen sus intereses y 
propósitos en favor de los provechos e intenciones co lectivos, en 
este caso los subregionales, a los cuales sólo ayudarán si coinci­
den con los suyos. 

La integrac ión no ha traído consigo una vigorosa industriali ­
zación de la subregión and ina y no se avizora que ello suceda 
en lo venidero. Se han frustrado las expectativas y las esperanzas 
del " desarrolli smo" , que creyó que la indu striali zac ión y las eco­
nomías de esca la dependen, esencia l y definitivam ente, de las di­
mensiones físicas y económ icas de los mercados y que otorgó una 
importancia secundaria a la cons ideración de los obstáculos es­
tructurales y cualitat ivos que impiden que las causalidades ope­
ren de acuerdo con el análisis convenc ional tradicional. Los ni ­
veles más altos de industri ali zación no se alcanzan con ade lan­
tos en la integración de mercados, de suyo débiles, puesto que 
están determinados por las relaciones con el mercado mundial 
y por las transformaciones internas, económicas y socia les. 

EL TRECHO DEL DICHO AL HECHO 

L a integración de mercados en economías subdesarrolladas en 
cami11o de indust riali za rse se conc ibe como un poderoso ins­

trumento impulsor del desarro llo y el crecimiento; empero, a juz­
gar por los resultados, éstos parecen desconsoladoramente modes­
tos. Se pasa entonces a desca lifica r, por ineficaces, los mecanis­
mos utilizados y surgen pesarosas quejas porque la evo lución va. 
a saltos, con recaídas, crisis, desa lientos y amenazas de ruptura 
de los esquemas. 

En América Latina, las concepciones prevalecientes suponen 
" que las bases mismas de la integración han estado estrechamente 
ligadas al proceso de industri ali zación, en particular como res­
puesta al interés por aprovechar las econom ías de esca la, las eco­
nomías externas y la especialización de la producción . El mayor 
espacio económico, derivado de la liberación del comercio recí­
proco de los países miembros, proporciona a la industria la opor­
tunidad de alcanzar un desarrollo más amplio, dinámico, persis­
tente y eficiente que el basado únicamente en el mercado inter­
no de cada país. A su vez, uno de los mecanismos para crear los 
fundamentos del mercado conjunto es la formac ión de una pre­
ferencia arance laria regiona l o subregional, que dé lugar a una 
sign ificativa diferencia en los aranceles aduaneros en favor del 
comercio entre los países miembros del acuerdo de inte­
gración". 1 

Aunque la junta del Acuerdo de Cartagena reconoce que del 
Pacto Andino no puede esperarse todo, destaca que "los países 
miembros concibieron su unidad como un poderoso instrumen­
to que coadyuve al desarrollo económico y social. Si bien tiene 
un carácter complementario respecto de las medidas nacionales 
que cada uno de ellos aplica, el instrumento comu nitario fue di­
señado para modificar sensiblemente las estructu ras nacionales. 
De allí las enormes expectativas que se derivaron de la firma del 

l . Véase CEPAL, Integración y cooperación regionales en los años 
ochenta, 1982. 
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Acuerdo" .2 Afincadas en la gente tan promisori as esperanzas, y 
sin saber bien de qué se trata, comienza a convencerse de que 
está en camino la solución de algunas de las dificultades más se­
ri as que aq uejan a los sistemas económicos y sociales, cuyo alivio 
y superac ión son casi enteramente de so lución interna. No se in­
tegran las economías con el fin de combatir la pobreza crítica, 
el analfabeti smo, la urbanización aluvional, la contaminación am­
biental, el desempleo, la escaséz de viv iendas, las carencias sani­
tarias, etc . Desde luego que en dichos campos se admite y se re­
quiere la cooperac ión internacional, pero sólo como ayuda y apo­
yo a los esfuerzos propios. 

Analistas y actores comprometidos en el Acuerdo de Cartage­
na reconocen qu e es una aspiración exagerada concebir la inte­
gración como una viga maestra de una nueva estrategia del desa­
rrollo . La ponderan en su ca lidad de instrumento complementa­
ri o, pero de todas maneras con profundo ca lado en sus efectos. 
A nuest ro juicio, el proceso de integración and ino es importante 
y, además impresc indible, pero se le debe entender y juzgar en 
sus apropiados alcances y dimensiones, resa ltando que es mu­
cho lo que resta por hacer y obtener con él. Lo que aquí se dice 
de ninguna manera pretende descalificar la integración entre las 
metas de la política económica. 

La integración económica, tal como se acepta y practica en 
los países andinos, no es un instrumento eficaz de desarrollo eco­
nómico que propicie el cambio soc ial positivo, aunque sí ayuda 
al creci miento cuantitativo de las economías; tampoco es la cau­
sa eficiente y mucho menos suficiente de tal desarrollo. Es inne­
gable que ahora los países comercian regular y regul adamente 
una gran variedad de mercancías, por montos crecientes; esto se 
explica en buena parte por el proceso integracionista, amén de 
los frutos conseguidos en varios campos distintos al comercio in­
ternacional. Sin embargo, las transacciones comerciales hechas 
en y por el Pacto Andino son modestamente complementarias 
en la balanza comercial de cada uno de los países; en ningún ca­
so alcanzan preponderancia o un peso significativo. Si se analiza 
con rea lismo, resulta que la ampliación deliberada de los merca­
dos de unos países subdesarrollados, como los andinos, no gesta 
"el desarrollo equilibrado y armónico" -noción muy imprec isa, 
por lo demás- ; no acelera el mejoram iento del nivel de vida de 
las poblaciones; no trae consigo un crec imiento que ayude a cam­
biar las estructuras dentro de un nuevo modelo de industrializa­
c ión, y no lleva a la especialización eficiente y ventajosa de las 
economías ni a su complementación eficaz . Aun así sirve bastan­
te en varios aspectos, como veremos. 

No puede afirm arse que los países andinos hayan logrado de­
sa rrollarse grac ias a la integrac ión, puesto que fu eron y son so­
ciedades atrasadas que, por el solo hecho de acrecer sus co rrien­
tes de intercambio, no han hallado una causa o una razón para 
transformar sus condiciones históricas de vida. Como siempre, 
permanecen arraigadas .sus conformaciones estructurales de de­
ficiencia, desajuste, incapacidad, ineq uidad e injusticia sociales; 
en otras palabras, sus organismos económicos y sociales siguen 
siendo incapaces de adoptar, transformar y crear autónomamen­
te cultura, tecnología y conductas que estén en concordancia con 
los req uisitos y las posibilidades de un uso eficiente de los recur­
sos productivos disponibles. De aquí que el balance social sea 
el acentuamiento abismal de las ca rencias sanitarias, educativas 

2. Véase Junta del Acuerdo de Ca rtagena, Evaluación del proceso de 
integración, 7969-7 977. 

evaluación del pacto andino 

y habitac ionales (salvo el caso de Venezuela). En los empeños por 
corregir tan inconven ientes condiciones, la integración de los mer­
cados ayuda muy poco a aumentar y regula rizar el comercio. Por 
supuesto que el efecto de funcionar dentro de un sistema de in­
tegración irrad ia en múltiples direcciones, aunque sus dimensio­
nes no deben magnificarse, equ ivocando el juic io. 

Veamos pues qué se ha hecho con el Pacto Andi no y cuánto 
más puede lograrse. 

LO YA CONSEGUIDO Y LO PROCURABLE EN ADELANTE 

P ara empezar, digamos que la integrac ión andina va más 
allá de los aspectos anejos a la normatividad y a las acc iones 

de la Comisión y de la junta del Acuerdo de Cartagena, aunque 
es entendible que las miradas apun.ten en esa dirección , porque 
han sido el corazón y el nervio del proceso. Sin embargo, hay 
otras dimensiones, distintas de las estri ctamente comerciales y 
arancelar ias, que se mencionan reiteradamente sin que tengan 
correspondencia con actividades que les reconozcan, con efica­
cia, su importancia preminente. De aquí la tendenc ia a circuns­
cribir el proceso de integración a las tareas de la Comisión y la 
jun ta, con preocupantes desconocimiento y descoordinación de 
los agentes, cuando de los demás campos e instituciones se trata . 

El peso de la atenc ión y el gru eso de los esfuerzos integrac io­
nistas andinos se han centrado en algunos de los mecanismos con­
venidos en el Acuerdo de Cartagena, 3 especialmente el Progra­
ma de Liberación Comercial , el ara ncel externo común (AEC). la 
programación industrial y la armonización de políticas, en parti­
cular frente al capital extranjero . Los demás se nombran y preo­
cupan a las autoridades andinas, au nque va rios escapan a sus po­
sibilidades efectivas de gest ión e influencia . 

La liberación comercia l 

S e ha recorrido un buen trec ho en el ensanchamiento del 
comercio intrasubregional en productos no tradi cionales, al 

punto que de 86 millones de dólares en 1969 se llegó a 1 118 
millones en 1980 (en estas cifras se excluyen el petróleo y los otros 
productos de extracc ión minera, así como los agríco las, califica­
dos como básicos de exportación tradicional). La apertura delco­
mercio en el Pacto Andi no es estimulante, pese a que la afectan 
los incumplimientos de algunos países miembros. Al inic iarse en 
1969 el proceso de integrac ión, los gravámenes arance larios en 
la subregión promediaban 92% ad valorem (en especia l los de 
Colombia, Venezuela y Perú); además, había restri cc iones a la 
importación (prohibiciones, cuotas, licencias previas, controles 
de divisas, etc.). En 1980 el mayor arance l aplicable para los pro­
ductos sujetos a liberac ión en el comercio entre Colombia, Perú 
y Venezuela estuvo en alrededor de 26% y se registró un prome­
dio arance lario de 8 a 10 por ciento ad valorem; adicionalmen­
te, más de una cuarta parte del universo arancelario se comer­
ciali za libremente. De continuar esta tendencia, se espera que 

3. Los mecanismos establecidos en el Acuerdo so n: armon ización de 
políticas económicas y sociales; programación co njunta para intensificar 
el proceso de indu st ri al ización subregiona l y la ejecución de programas 
sectoria les de desarrollo; programa de liberación del interca mbio; aran­
cel externo común , previa adopción de un arancel externo mínimo co­
mún; programas destinados a acelerar el desarrollo del sector agropecuario; 
cooperación financiera para el comercio y el desarrollo; ca nalización de 
recursos, dentro y fuera de la subregión, para otorgar financiamiento; in­
tegrac ión física , y tratam ientos preferenciales a Bolivia y Ecuador. 
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para fines de 1983 se habrá concluido con la desgravac ión acor­
dada (desde el comienzo de 1974 Bolivia y Ecuador gozan de li­
beración plena). 

El programa de desgravación automática y lineal es el meca­
nismo más importante del Acuerdo, ya que constituye la base de 
cualquier esquema de integración tendiente a desarrollar un mer­
cado común ampliado. Aunque las acciones liberacionistas mues­
tran fecundidad , es pertinente indicar que el crecimiento del in­
tercambio intrasubregional no se debe exc lusivamente a las opor­
tunidades creadas por la reducc ión y eliminación de las barreras 
del comercio . En todo caso, es en este frente donde menos obs­
táculos se han alzado, pese a que se registran retrasos en el ritmo 
de su cumplimiento. 

Hay que seguir impulsando el programa de liberac ión y ojalá 
se logre retirar anticipadamente un apreciable número de pro­
ductos de las nóm inas de excepciones y de reserva para la pro­
gramación conjunta, generando así más oportunidades de acre­
cer y diversificar el comercio intrasubregional. 

El arancel externo común (AEC) 

E n relación con el acuerdo sobre el AEC se han pre­
sentado diversos obstáculos de carácter técnico, y sobre to­

do político, de suerte que el proceso ha resultado muy difícil. Es­
ta situación no debe extrañar, puesto que los países andinos son 
agudamente heterogéneos entre sí y ti enen enfoques divergen­
tes con respecto a los grados de apertura de sus economías que 
aceptan como permisibles y también con respecto al margen con 
que cada uno pretende discriminar, por medio del arancel, a los 
diferentes sectores de la producción. 

De todos modos, para cumplir la etapa inicial del establecimien­
to de un mercado subregional integrado y protegido comunita­
riamente, debe llegarse a un arancel externo común, ya que este 
mecanismo, al combinarse con el programa de liberación, cons­
tituye un elemento clave para preservar el tratamiento preferen­
cial del comercio intrasubregional. 

Habrá que continuar ava nzando dentro de modalidades de 
transición, hasta llegar a la adopción de un AEC con una franja 
arancelaria revisable el 31 de diciembre de 1986, con un nivel 
mínimo ele protección efectiva y con correctivos convenidos (se 
habla de 70%), que incluya tratamientos especiales para los pro­
ductos de Bolivia y Ecuador y un nivel máximo de la franja (se 
dice que el mínimo multiplicado por 2.5). 

Hay un conjunto de instrumentos ele políti ca económica vin­
culados al AEC que es muy importante armoniza r. En otras pala­
bras, los estímulos a las exportaciones, cuya libertad y discrepan­
cia son causa permanente de problemas y desajustes; la aplica­
ción de medidas paraarancelarias; las normas unificadoras de ori ­
gen, indispensables para garantizar el éx ito del programa de libe­
ración , y los regímenes arancelarios de excepción (franquicias a 
entidades de los gobiernos), que se propone eliminar o reducir 
al mínimo . 

La programación industrial 

L os programas sectoriales de desarrollo industrial (PSDI) singu­
larizan al Acuerdo de Cartagena y desempeñan un papel fun­

damental en la estrategia de industrialización planteada; sin em-
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bargo, se trata de decisiones que los agentes económicos sólo lle­
varán a cabo si les convienen y reditúan. La industrialización de 
América Latina se caracteriza por su dependencia, puesto que su 
crecimiento no se impulsa autónomamente sino que se moldea 
a partir de las relaciones con los centros hegemónicos y segú n 
las neces idades de éstos; tal dependencia se ha hecho mayor por 
la acción de las empresas transnacionales (ET). Ahora bien, en paí­
ses como Colombia o Perú, esta industriali zación no ha elevado 
sostenida y apropiadamente los niveles de crecimiento y acumu­
lación ; no ha transformado la capacidad de creación científica; 
no ha impulsado suficientemente la generación de empleo pro­
ductivo; no ha integrado la industria en un desarrollo interdepen­
diente con la agricultura. Adem ás, le ha concedido validez a una 
apropiación constante y creciente del valor local en beneficio de 
los centros. 

No puede concluirse que a causa de la integración se pr' ~re­
se rápida y eficazmente en los países del Acuerdo de Cartagena, 
aunque algo se puede obtener en sectores específicos si se mate­
riali za significativamente siquiera un programa sectorial, como se 
espera que acontecerá con el automovilístico. 

Se dice que la programación industrial andina es producto de 
una transacc ión por la cual los países más partidarios del merca­
do libre (Colombia y Chile, entonces todavía miembro del Pacto) 
aceptaron la filosofía y los alcances de los programas para que 
los de menor desarrollo rel ativo y los mayormente protecc ionis­
tas aprobaran el programa de liberación . En virtud de los escasos 
éx itos de la programación y asignación de industrias, es preciso 
afrontar una realidad que desvanece las optimistas esperanzas qu e 
se atribuyeron al mecanismo. Si se insistiera en aplicarlo, podría 
hacerse en beneficio de Bolivia y Ecuador, en algunas plantas es­
pecíficas, con certidumbre de que se instalarán . Las demás inver­
siones que pudieran ejecutarse deberían dejarse libres de una lo­
calización predeterminada. Ciertamente los esfuerzos de la Co­
misión del Acuerdo apuntan en tal sentido, puesto que buscan 
"a lcanzar una liberación comercial entre los tres países mayores 
y reservar las asignaciones exclusivamente para los dos menores'' . 

La inversión extranjera 

L os países andinos siempre supieron que su estrategia depen­
de de modo crucial de los aportes en dinero y tecnología del 

capital extranjero. Sin embargo, con el fin de continuar siendo 
en algo dueños de su destino, adoptaron normas comunes para 
regular esa participación. No obstante, ni el control efectivo de 
la inversión extranjera, ni la eficacia de las restricciones que se 
le imponen dependen sólo de la voluntad política de los gobier­
nos anfitriones, como tampoco la mera existencia de las disposi­
ciones las hace de por sí reales . Hoy se cuenta apenas con un 
tratamiento contable, fácilmente evadible, en el que se fijan pro­
porciones de participación en la propiedad de las empresas, de 
utilidades remitibles, de rendimientos reinvertibles, de regalías 
aceptadas, etc., y se señalan las ramas en que se puede operar 
dentro de las conveniencias y ventajas de la integración . Por lo 
demás, el rigor y el alcance de estas normas se han debilitado, 
a causa de que la Decisión 24 fue modificada por la Decisión 103. 

En el capitalismo están ocurriendo transformaciones estructu­
rales que redefinen aspectos fundamentales del sistema y se tran­
sita a nuevos patrones de acumulación del capital y de reparto 
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de la propiedad y del ingreso . Una característ ica del nac iente es­
quema de acumulac ión es el acelerado proceso de intern aciona­
li zación del cap ital, principa lmente por medio de las empresas 
transnaciona les y en general por la inve rsión extranjera, que con­
duce a un redesp liegue industrial dentro de una división intern a­
c ional del trabajo que permite aprovechar intensamente, en in ­
terés y beneficio de esas empresas, la mano de obra barata de 
algunas nac iones subdesa rrolladas. Se han redefinido las relac io­
nes de dependenc ia y se imponen, por vías directas e indirectas, 
normas de po líti ca económica que favorecen la arti cu lac ión de 
la periferia al centro, subordinándo la a los requerimientos de éste. 

Luis J. Garay4 afirma que las transnaciona les son la expres ión 
esencia l de la exportac ión de cap ital en la economía cap itali sta 
de nuestros días, etapa de aguda com petencia o ligopolísti ca. Las 
acti vidades y expa nsión de estas empresas se rigen y orientan con 
el fin de atenuar la tendenc ia est ru ctural a la dism inución de la 
tasa de ganancia, al ampliarse las neces idades de acumulación 
y de reprod ucc ión del cap ital, a la vez que les es menester alcan­
za r tasas deseables de aumento de la capacidad productiva. Estas 
grandes empresas cuentan con poderes económicos, políticos y 
tec nológicos que sobrepasan los límites de los estados, y los em­
plean para asegurar sus fines. Sus decisiones y acc iones respon­
den básicamente a sus necesidades y no están sujetas al control 
del mercado, cuyas fu erzas moldean y manejan. Con la compe­
tencia oligopólica internacional las transnacionales persiguen igua­
lar las tasas de ganancia de los sectores y sostener un ritmo míni ­
mo de acumulac ión, todo dentro del funcionam iento de las le­
yes del desarro llo desigual de las economías. 

En síntesis, se puede dec ir que los ca mbios en la división in­
ternaciona l del trabajo y en los patrones de la internacionali za­
ción del capital responden a las necesidades de la ampliac ión, 
reproducción y circulación de los capita les oligopólicos de los cen­
tros dominantes. Dichos cambios expresa n las pugnas por alcan­
zar el dominio de los mercados mundiales y condicionan los pa­
tron es de desarro llo que se deben seguir en los países periféricos. 

Por su parte, Antonio García5 dice que cuando las transnac io­
nales se acogen a las condic iones y ven tajas del mercado subre­
giona l andino, en verdad están tornando la fortaleza desde aden­
tro, beneficiándose con la sustitución de importac iones y con los 
recursos internos naturales, humanos y de ahorro . Así, tenemos 
una integrac ión que nos viene y se determina " de arriba y desde 
afuera", en vez de la procurab le, que debiera ser "de abajo y 
desde adentro" . 

Con la programación sectori al se buscó asegurar la industria­
lizac ión de los países andinos. Sin embargo, como un alto por­
centaje de las as ignaciones de los programas pertenece al domi­
nio o ligopólico de las transnac ionales, su implantac ión p lena se­
ría a costa de desnac iona liza r la producc ión industrial, riesgo que 
se torna en rea lidad según éstas determinen qué inversiones ha­
cer, dónde y cuándo. Además, corno las posic iones de los países 
y la de las autoridades comunitarias -Comisión y junta del Acuer­
do de Cartagena- difieren respecto de las transnac iona les, hay 
brechas que éstas aprovechan para debilitar la integración 
subregional. 

4. La estrategia de desarrollo implícita en el Acuerdo de Ca rtagena, 
Editorial Pluma, 1979. 

5. Problemas y posibilidades de la integración andina , Fundación F. 
Neumann, 1974. 
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Al adoptarse la Decisión 24, sobre capitales ex tranjeros, hubo 
quejas, protestas y pronósticos desconsoladores sobre el futuro 
desarrollo andino. Conseguido su ab landamiento en todo senti ­
do, el actua l régimen en esta materia no se crit ica seriamente, 
sa lvo algunas acotac iones eventua les con respecto a la transfe­
renc ia de tecno logía . Se dice que hoy "tenemos una Decisión 24 
con la cua l pueden convivir todas las transnacionales" 6 y se des­
taca la disposición de éstas pa ra participar en empresas mixtas 
con cap itales nacionales. Parece que al decantarse el instrumen­
to se amo laron los dientes de la regulac ión soberana sobre la in ­
vers ión extranjera. 

El Tribunal Andino de justicia 

G randes esfuerzos en estudio y negoc iac iones se han dedica­
do a crear el Tribunal Andino de justic ia, instrum ento que 

pond rá bases más firmes al desarrollo y conso lidación del proce­
so integracionista. Cuando el Tribuna l se establezca, se habrá con­
seguido un importante avance institucional, pues ejercerá funcio­
nes jurisd iccionales comu nitarias que asegurarán la interpretación 
armónica de las normas vigentes, dirimirá las controversias entre 
los países miembros, preservará el ejercic io est ri cto de las com­
petencias de los dist intos órganos del Acuerd o y fisca liza rá y re­
solverá los con fli ctos por incumplimiento de compromisos. To­
dos los países ad miten la urgencia de instalar el Tribunal, pero 
en Venezuela no se apru eba por razones de orden constituc io­
nal, que impiden ces iones de soberanía de este tipo en órganos 
supranac ionales. Mientras se so lventa el callejón sin sa lida, los 
demás países deberían ponerlo en marcha para demostrar en la 
práctica sus bondades. 

Otros mecanismos de integración 

L a Comisión y la Junta del Acuerdo de Cartagena también ac­
túan en otros frentes de la integrac ión, pero en varios de ellos 

sus posibilidades efectivas de influencia y acc ión son mínimas. 
Por razones prácticas, inst itucionales y jurídicas, se han privile­
giado los meca nismos mencionados, con la consecuencia de que 
las op iniones púb lica, técnica e incluso política tienden a centrar 
su atenc ión e interés en las materias que manejan y dec iden la 
Comisión y la Junta y los organismos nacionales vinculados a ellas. 
Empero, la integración, en sus temas claves y cruciales, trasc ien­
de los aspectos arance larios y demás que hasta hoy han gozado 
de atención prioritaria y cuidado atento; hay otros que precisan 
de semejante ponderac ión y de acc iones concretas urgentes. Se 
tiene que romper la barrera mental que co nst riñe las cons idera­
c iones integracion istas a las desgravaciones arancelari as y sus ru­
bros anejos inmed iatos. 

Los programas agropecuarios 

Las acc iones referentes a este sector buscan elevar los rendimien­
tos y la producc ión, en particular de los productos deficitarios en 
la subregión . Se hab la de elaborar una política agropecuaria sub­
regional, aunque en verd ad es ilusorio pensar en ll egar hasta allá. 
Se trabaja por conseguir la concertación de proyectos (desarro­
llo tecnológico en al imentos, oleaginosas -palma africana-, etc.), 
pero cualqu ier avance depende ante todo de los ministerios de 
agricultura y las autoridades nacionales de ese sector de los paí­
ses andinos y, subsidiariamente, de la Comisión y la Junta del 

6. Félix Moreno, Modelos de desarrollo económico, Colombia, 
1960-1982, La Oveja Negra, 1982. 
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Acuerdo. En este campo hay tareas que demandan cuidado y aten­
ción permanentes. 

Transporte por ca rretera e in tegración física 

Los países andi nos, conscientes de la importanc ia del transporte, 
se comprometieron a adopta r una estrategia de desarrollo que 
les permitiera superar, entre otros, los problemas derivados de 
la infraestructura y tomar las med idas necesarias en materia de 
transporte, espec ialmente las que fac ilitasen el tráfico fronterizo 
(artículo 86 del Acuerdo de Cartagena). Los esfu erzos se han con­
centrado en el transporte internacional por ca rretera. La Com i­
sión del Acuerd o ha aprobado cinco decisiones sobre esta mate­
ri a, destacando las 56, 56A y 94. 

La gama completa de la actividad del transporte está compren­
dida en la Decisión 56, que constituye una disposición de espe­
cia l trascendencia: fija las condiciones, los campos de ap licac ión 
y los aspectos operativos que deben observar las empresas de 
transporte destinadas al se rvicio intern ac ional; además, define y 
reglamenta noc iones como las de servicios y operaciones, trans­
porte de carga por carretera, transportador, reciprocidad , cert ifi­
cado de idoneidad, flota de propiedad o administrada, conoc i­
miento de embarqu e, reci ntos binancionales en las fronteras, 
etcétera. 

La Decisión 56 fue aprobada en el Noveno Período de Sesio­
nes Ordi nari as de la Com isión, en agosto de 1972. En la Dec isión 
56A, de julio de 1973, se f ijan las normas y proced imientos para 
llevar a efecto la anterior. 

Co lombia adoptó la Decisión 56 mediante el Decreto 191 O de 
septi embre de 1973 y Venezuela por Ley del 26 de septiembre 
del mismo año. El Gobiern o de Perú la ratificó como ley en 1977; 
en cuanto a Bolivia, sus ci rcunstancias políticas han hecho que 
la posición frente a la Decisión 56 sea variab le y no ex iste mucho 
interés por reglamentaria, pese a que está incorporada en su le­
gislación intern a. 

Ecuador se ha visto marginado de la Decisión 56 debido a que 
su Gobierno aú n no la ha ratificado ni adoptado, circunstancia 
infortunada que entorpece los propósitos integrac ionistas de los 
otros países, en particular el transporte. 

Por la situac ión geográfica de Ecuador y no obstante los pro­
pósitos y avances obtenidos por Perú, con la reglamentación del 
Certifi cado de Idoneidad y el funcionamiento del Consejo para 
la Coordinación del Transporte Intern acional, la operación del ser­
vicio internaciona l desde Perú hasta Venezuela se ha interrumpido. 

El objeto de la Decisión 56 es lograr la máx ima simplificac ión 
de trámites y controles, para evitar pérdidas de tiempo en la ruta 
y lograr reducir los costos del transporte que impiden una mayor 
movilidad de productos dentro de la subregión. En un pfimer ni­
vel se establecen normas comunes en los aspectos ad uanero, mi­
gratorio, policia l y de tránsito, pa ra facilitar el cruce de frontera 
de los vehículos, sus tripulantes, pasajeros, ca rga y encom iendas. 
En un segundo nive l se fijan los elementos uniform es para elabo­
rar un contrato tipo de transporte que complemente la agi liza­
c ión de las operaciones merca ntiles y financieras. En un tercer 
nivel se aprueba la creac ión de una com isión administrati va que 
controle las normas, vigile la aplicación de los reglamentos y pro-
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ponga modificac iones para perfecc ionar la Decisión 56, promo­
viendo para tal fin los estudios correspondientes. 

Muchos prob lemas del transporte internac iona l por ca rretera 
desapa recerían si estuviera plenamente vigente la Decisión 56; 
empero, la experi encia de los años transcurridos desde que fu e 
aprobada demuestra que qu izá aún no ex isten las condiciones 
para su completa ap licac ión en el corto plazo. 

La Decisión 56, como norm a subregional de carácter general, 
además de su rat ificac ión, requiere ser reglamentada para su efec­
t iva ap licac ión. Sólo Colombia y Perú han avanzado en este cam­
po, en particular en cuanto al otorgami ento del Certifi cado de 
Idoneidad, para conceder a las empresas el permiso de rea li za r 
transporte internac iona l. Perú también ava nzó respecto de la na­
ciona lidad de las mercancías en contenedores. 

La Decisión 94, aprobada en diciembre de 1975, estab lec ió 
el sistema troncal and ino de carreteras, confo rm ado por tres ti­
pos de ejes, de los cuales el más importante es el Cent ral, que 
permitirá la interconexión continua y directa de los países miem­
bros, facilitando el intercambio comercial andino. Después de siete 
años, su ejecución no ha cobrado mayor importancia. Pese a que 
las carreteras venezo lanas se encuentran en buenas cond iciones, 
al igual que la mayor parte del Eje Central de Colombia, el pro­
blema grave reside en la legislación relativa a los pesos máximos 
por eje permitidos en el tránsito vehicular; Colombia tiene los pe­
sos más bajos de la subregión (8.2 ton por eje senc illo y 14.5 ton 
para eje en tándem), con lo cua l se limita el tránsito de los ca­
miones venezo lanos, con capacidad superior a 35 toneladas. 

Hay otros aspectos normativos operac iona les y de organiza­
ción del transporte en que es prec iso avanzar; de ellos, a título 
de ejemplo mencionaremos a las empresas binacionales y mul ­
tinac iona les y a los s i ~temas de seguros. 

De todas maneras, se debe destacar que la responsabilidad de 
solucionar los problemas del transporte subregiona l es, ante to­
do, de los ministerios de Transporte y Obras Públicas; a las auto­
ridades del Acuerdo les corresponde insist ir ante ellos para que 
adm itan la importancia de la integrac ión. 

La Corporac ión Andi na de Fomento (CAF) propuso al BID y al 
Banco Mund ial la reali zac ión de un programa de integrac ión físi­
ca para coord inar la acc ión de las tres instituciones fin ancieras 
y, en consecuenc ia, atender mejor los proyectos subregionales 
en la materia. El 31 de mayo de 1982, la junta del Acuerdo, la 
CAF, el BID y el BIRF convinieron en establecer un sistema de coor­
dinación interinstitucional para impulsa r la programación de la 
integración física andina en sus distintas etapas: preinversión, fi­
nanciamiento y ejecución de proyectos. Es de esperarse que este 
intento de cooperación tenga éxito y que los gobiernos naciona­
les lo ausp icien y apoyen. 

El financiamiento de la integración y los pagos 

La CAF es el organismo financi ero enca rgado de impu lsa r el pro­
ceso de integración subregional and ina; promueve y financia pro­
yectos y el comerc io entre los países miembros del Acuerdo, y 
de éstos hacia mercados externos. 

La CAF ha evoluc ionado al ritmo y dentro de los alcances que 
le ha fijado el desarro llo del Pacto Andino. La op inión de los paí-



274 

ses miembros, los gobiernos y au n las autoridades de la integra­
ción parecen no conocer plenamente la naturaleza, las tareas y 
los alcances de esta entidad, por lo cua l es muy difícil que pueda 
obtener los aportes acc iona rí os y cas i imposib le que aumente su 
capita lizac ión. 

La CAF cuenta con un mecan ismo para promover y financiar 
el comercio intrasubregional de productos no tradicionales, el Sis­
tema Andino de Financiamiento del Comercio Exterior (Safico). 
Éste opera principalmente mediante préstamos a los importado­
res con base en recursos aportados por la CAF, los distintos orga­
nismos nac ionales de créd ito a las exportac iones y los bancos 
centrales. 

Pese a los retrasos y las dificultades del proceso de integra­
ción andina, las corrientes de intercambio crecen con particular 
dinamismo, de suerte que el desafío para ampliar el radio de pre­
sencia del Safico es particularmente prometedor. Se ti ene que dar 
curso a las acc iones de apoyo al Safico para que cuente con los 
recursos impresci ndibles que le garanticen avanzar, ganando re­
presentatividad y peso en la composic ión de las fuentes de crédi­
to para el comercio de la subregión. 

El Fondo Andino de Reservas (FAR) ti ene por objeto servir de 
apoyo en el co rto plazo para so lucionar los desequilibrios en la 
balanza de pagos de los países del Acuerdo de Cartagena, con­
ced iéndoles créd itos o garantizándoles préstamos de terceros; ade­
más, debe contribuir a la armonización de las políticas cambia­
rías, monetarias y financieras de los mismos. El convenio que es­
tableció el FAR dice que puede orientar fondos hacia colocacio­
nes que contribuyan al desarrollo del comercio de la subregión 
y también le permite invertir sus recursos propios, o los que cap­
te, en depósitos o fideicomisos en va lores de la CAF. Desde el 12 
de marzo de 1982, el FAR adquiere de la CAF aceptaciones ban­
ca rias originadas en transacciones del Safico, pero parece que este 
apoyo podría ampliarse con un ambicioso programa de coloca­
c iones de bonos de la CAF en el FAR, oja lá en condiciones relati ­
vamente concesionales que ci menten créd itos verdaderamente 
de estímulo y promoción. 

En lo que atañe al sistema de pagos, también pueden reco­
mendarse algunas acciones a corto y largo plazos, tales como: 

a] Mayor coordinación de los organismos fi nancieros de la sub­
región, con una vinculación decidida de la banca comercial, pa­
ra fac ili ta r el aprovechamiento de las ventajas cred itic ias existen­
tes y su orientación al comercio intrazonal. 

b] Una cooperación más estrecha de los bancos centrales, en 
particular de aq uellos países que tienen contro les de cambio, pa­
ra identificar las dificultades que su rgen con la utilización del me­
canismo del créd ito recíproco. Esta coord inac ión deberá procu­
rar la participación activa de la banca comercial, que tradicional­
mente ha estado vinculada al comercio subregional o que rec ien­
temente se ha creado, para lograr estos objetivos. 

e] Para tratar de desarrollar el mercado de aceptac iones ban­
carias, de alguna manera la banca centra l podría orientar parte 
de sus inversiones de reserva a los bancos comerc iales, de mane­
ra que éstos puedan, a través de las entidades financieras de la 
subregión que se h;,m creado para tal efecto, negociar estos 
documentos. 

evaluación del pacto andino 

d] El conoc im iento de las ventajas creditic ias que existen en 
los países, en particular de aqu ellas que se otorgan a los exporta­
dores en las formas de créd ito de comprador, de proveedor o 
preembarque, permitiría propiciar el comercio de la subregión . 
En esta labor pueden co laborar aquellas entidades financieras que 
ya tienen estrechas relac iones con la banca central, por medio 
de la co locac ión de recursos orientados en este. sentido, o que 
han recibido disponibilidades para ser enca uzadas en los demás 
países. 

CONSIDERAC IONES FINALES 

D e conformidad a lo que se esperaba de la integración and ina 
los resu ltados pueden parecer mpdestos. Empero, la verdad 

es que hay avances notorios en muchos frentes. Aunq ue la tarea 
es difícil e ingrata, no se han perdido los empeños y recursos com­
prometidos y hay que perseverar para alcanzar mejores logros . 
Por lo dicho es claro que resta mucho por hacer y que se llega 
más lejos en conjunto que individualmente. Por otra parte, el pro­
teccionismo egoísta prevaleciente en los centros obliga y favo re­
ce relat ivamente las acc iones conjuntas de los países débiles. 

La evo lución ordinaria del Pacto Andino en los catorce años 
transcurridos ha acumulado frustraciones, descontentos e insa­
tisfacciones, que lo han sumido en una aguda cr isis qu e amena­
za la vigencia futura del Acuerd o. 

Las visiones ilusorias e ilusas, mediando la ayuda eficaz de la 
ignorancia co rri ente que se nutre del sent ido común y la desin­
formación normal y generalizada sobre la integrac ión and ina, han 
equivocado el juicio va lorativo sobre el proceso, otorgándole peso 
e irradiaciones que no tiene ni tend rá. Los arreglos de intercam­
bio mutuo en tre los países andinos no son instrumentos eficaces 
de desarrollo y, por ello, la lógica económica descalifica los in­
tentos proteccionistas cerril es con que se pretende resolvec des­
barajustes estructurales de lejanos origen y arraigo. Es, pues, in ­
fundado pretender afinca r una recuperación industrial cerrando 
las fronteras al modesto comerc io con las naciones vecinas. En 
cambio, sí se causan daños y perjuicios irreparab les a la necesita­
da cooperación, para cosechar a cambio pasajeros frutos políti­
cos loca les. 

Uno de los gobiernos andinos, con arraigo, respaldo y cred i­
bilidad ante sus nac iona les, debería convocar a sus socios a la 
si nceridad sin esguinces ni timideces para la búsqueda de un mer­
cado comú n. Si hay c laridad en la meta, quienes la tengan debe­
rán tomar decisiones heroicas y definitivas para abandonar aq ue­
llo que no sea rea li zab le, y cumplir las ob ligaciones mutuas que 
se convengan. El país que no esté interesado, que lo manifieste 
paladinamente y se ponga a un lado, pa ra permitir que los ot ros 
sigan adelante. Tampoco debe olvidarse el quehacer de los ins­
trumentos complementarios, va lgan los casos de la CAF y el FAR. 

A lo mejor habrá que quitarles a tales entidades las restricciones 
operativas que les circunsc ri ben las acc iones a campos y activi­
dades de un proceso que no camina y por ello las entraba en su 
desenvolvimiento. Pero es preciso no quedarse en so luciones de 
contentam iento que no resuelven nada. 

Sa lidas tiene que haber, puesto que la integración de merca­
dos de economías vecinas, afi nes y complementarias sigue sien­
do un elemento complementario del desa rro llo inescapable e 
impresc indible. O 


